
 

 
Al Gobierno nacional, a los gobiernos provinciales y municipales, y al           
conjunto de los Poderes judiciales y legislativos de la Argentina; 
 
La pandemia de Covid-19 significa a estas alturas el desafío más importante que             
hayamos enfrentado en varias décadas, tanto a nivel global como regional y local.             
Sus impactos son sustantivos no sólo en materia sanitaria, sino que afectan de             
forma notoria nuestras economías, servicios públicos, instituciones, el sistema         
educativo, la desigualdad de nuestras sociedades, los sistemas de protección de           
derechos y muchas otras áreas cruciales para el desarrollo y bienestar de nuestros             
pueblos. 
 
Las medidas adoptadas en conjunto por los distintos gobiernos de nuestro país han             
permitido hasta ahora mitigar parte de los efectos sanitarios de la pandemia y             
preparar nuestros sistemas de salud para una posible escalada en la cantidad de             
contagios. Este enorme esfuerzo comunitario, cristalizado principalmente en el         
aislamiento social, preventivo y obligatorio, implica que nuestras instituciones         
públicas deban continuar implementando medidas de emergencia que involucran         
gran cantidad de recursos públicos. Algunos ejemplos de ello son las           
reasignaciones presupuestarias, compras y contrataciones en gran escala,        
transferencias de fondos a gobiernos subnacionales, ampliación de programas de          
ayuda social y subsidios o exenciones al sector privado, entre otras. 
 
Los alcances de estos desafíos no son exclusivos de nuestros poderes ejecutivos, si             
no que nuestros poderes legislativos y judiciales se enfrentan también a exigencias            
para las que no se encontraban plenamente preparados. En ambos casos, su            
funcionamiento efectivo resulta vital para que las respuestas a la pandemia se            
ajusten a parámetros democráticos y se protejan los derechos del conjunto de la             
sociedad, y en particular de los grupos más vulnerabilizados. 
 
Sabemos que los desafíos y las dificultades en este contexto son muchas, y por eso               
creemos que la colaboración es necesaria para pensar estratégicamente acciones          
deseables y posibles para que los gobiernos enfrenten la pandemia y la            
recuperación en los meses venideros de una manera abierta, transparente y           
participativa, de cara a la ciudadanía que espera respuestas y que también tiene             
saberes para aportar. En este marco, los principios de gobierno abierto deben ser             
considerados como parte necesaria de la solución y como una vía para brindar             
respuestas ágiles en el proceso de respuesta a la pandemia. 
 
Como primer paso, es fundamental que el Estado, en todos sus niveles y poderes,              
garantice el acceso a la información pública necesaria para que la ciudadanía            
pueda monitorear y participar informadamente de las políticas públicas de          



 

emergencia. Esto implica garantizar la apertura en datos abiertos y accesibles de            
toda la información atinente a las medidas sanitarias, el uso y distribución de los              
recursos públicos, las compras públicas realizadas, los programas destinados a          
proteger a los grupos más vulnerabilizados, etc.  
 
También es imprescindible promover el pleno funcionamiento -por vías remotas          
de ser necesario- de todas las instituciones públicas, especialmente de los           
órganos deliberativos como el Congreso nacional, las legislaturas provinciales y          
concejos deliberantes, y de los poderes judiciales de la nación y de las provincias.  
 
Además del necesario control democrático sobre las medidas que toman los           
poderes ejecutivos en esta situación de emergencia, los poderes legislativos y           
judiciales tienen funciones indelegables que deben ser retomadas a la          
brevedad para evitar que el impacto de la pandemia se profundice. 
 
A su vez, la plena participación de la ciudadanía debe ser la forma mediante la               
cual los distintos gobiernos busquen las soluciones que este contexto demanda,           
teniendo especial consideración por las voces de grupos y comunidades          
tradicionalmente excluidos. El proceso de formación e implementación de las          
políticas públicas debe estar basada en evidencia y en la escucha activa de la              
ciudadanía como insumos básicos para llegar a las decisiones más inclusivas           
posibles. 
 
Por otra parte, con el objeto de garantizar la efectividad de las medidas sanitarias el               
gobierno debe prestar especial atención a que no sean vulnerados derechos           
civiles básicos, como el derecho a la intimidad o la libertad de expresión, sobre              
todo en el espacio digital. En situaciones en las que prolifera el uso de bases de                
datos, es fundamental asegurar un respeto irrestricto a la privacidad de las            
personas. Esto involucra que su actividad por medios digitales o el uso de             
aplicaciones móviles esté libre de interferencias indebidas de las fuerzas públicas. 
 
Por último, la lucha contra la corrupción debe ocupar un lugar central en la              
agenda pública con el propósito de asegurar que los recursos económicos se            
destinen de forma íntegra y eficiente a enfrentar la pandemia. El seguimiento público             
del uso de los recursos públicos de emergencia, en particular en materia de             
compras públicas, debe ser procurado por los órganos de control y facilitado a la              
ciudadanía a través de la publicación en formatos abiertos de todos sus detalles,             
como son los montos, proveedores y tipos de procesos. Los recursos que se             
desvían por efectos de la corrupción afectan diferencialmente a los grupos más            
vulnerabilizados en tiempos de normalidad, lo que se profundiza en estos contextos. 
 



 

Las organizaciones de la sociedad involucradas firmantes nos ponemos a          
disposición para colaborar, fiscalizar, monitorear y aportar para que, también en           
tiempos de crisis, nuestros gobiernos respeten los valores de gobierno abierto,           
puedan transversalizar este paradigma y continuar trabajando en la toma de           
decisiones públicas en base a evidencia y garantizando transparencia.  
 
Colectivo de Gobierno Abierto Sociedad Civil Argentina 
 
Firmantes: 
 
Acción Colectiva 
Amnistía Internacional Argentina 
Asociación Civil Grupo Puentes 
Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ) 
Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento            
(CIPPEC) 
Datos Concepción 
Democracia en Red 
Educar 2050 
Escuela de Fiscales 
Fundación para Estudio e Investigación de la Mujer (FEIM) 
Fundación Americana para la Educación 
Fundación Cambio Democrático 
Fundación Conocimiento Abierto 
Fundación Directorio Legislativo 
Fundación Huésped 
Fundación Nuestra Mendoza 
Fundación para el Desarrollo de Políticas Sustentables (FUNDEPS) 
Laboratorio de Políticas Públicas (LPP) 
PARES  
Poder Ciudadano 
Red Nuestra Córdoba 
Salta Transparente 
TECHO 
Wingu - Res Non Verba Asociación Civil 

 


